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Nuevas medidas en materia
de vivienda y alquiler.

Por medio de la presente deseamos informarles 
sobre ciertos aspectos que pueden resultar de su 
interés dada la entrada en vigor con fecha 6 de 

marzo de 2019 del Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de 
marzo, de medidas urgentes en materia de vivienda y 
alquiler, que al igual que el derogado RDL 21/2018, 
de 14 de diciembre – que ha estado vigente desde el 
día 19 de diciembre de 2.018 hasta el 23 de enero 
de 2.019-, comprende modificaciones en cinco nor-
mas: la Ley de Arrendamientos Urbanos (LAU), la Ley 
sobre Propiedad Horizontal, la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales y el Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados.
 
Resumimos brevemente los aspectos más destacados:

 
A.- Modificaciones de la LAU.

 
Se amplía el plazo de prórroga obligatoria de los 

contratos de arrendamiento de vivienda de 3 a 5 años 
(o 7 años si el arrendador es persona jurídica).

Se amplía el plazo de prórroga tácita de 1 a 3 
años. Es el plazo temporal por el que se amplía el 
contrato una vez transcurrido el periodo de prórroga 
obligatoria, en el caso de que ninguna de las partes 
manifieste su voluntad de no renovarlo.

Se aumentan los plazos de preaviso para dar por 
extinguido el contrato. El arrendador deberá notificar 
con cuatro meses de antelación y el arrendatario con 
dos meses.

Se limitan las garantías adicionales a la fianza, que 
no podrán exceder del importe de dos mensualidades de 
renta, salvo que se trate de contratos de larga duración.

Se establece que los gastos de gestión inmobilia-
ria y formalización del contrato correrán a cargo del 
arrendador si este es persona jurídica (una sociedad o 
empresa). A diferencia de lo establecido en el anterior 
RDL no se contempla ninguna excepción.

Se aclara la remisión de los contratos de alquiler 
turístico de vivienda a la normativa sectorial turística 
que resulte aplicable.

No se requiere la inscripción del contrato de arren-
damiento en el Registro de la Propiedad para surtir 
efectos frente a terceros.

Se exige que la causa “de necesidad” para ocupar la 
vivienda para sí o sus familiares por parte del arrendador 
(persona física), que le faculta para resolver anticipada-
mente el contrato - una vez transcurrido el primer años 
de su duración-, haya sido manifestada expresamente 

al tiempo de su celebración. El preaviso del arrendador 
para recuperar la vivienda deberá ser de dos meses.

En caso de enajenación de la vivienda arrendada, el 
comprador deberá subrogarse en el contrato de arrenda-
miento respectando los plazos y condiciones pactadas, 
aunque no esté inscrito en el Registro de la Propiedad.

En los contratos de larga duración, podrá pactarse 
la renuncia a la subrogación en caso de fallecimiento 
del arrendatario. Se exceptúan los supuestos en los que 
el subrogado se encuentre en situaciones de especial 
vulnerabilidad.

El incremento de la renta de alquiler, producido 
por la actualización anual, no podrá exceder a la varia-
ción experimentada por el Índice de Precios al Consu-
mo (IPC) a fecha de cada actualización.

Se hace referencia al derecho de tanteo y retrac-
to que podrá establecer la legislación sobre vivienda, 
respecto a la totalidad del inmueble, en supuestos de 
venta conjunta de la vivienda con otras viviendas pro-
piedad del arrendador, o cuando se vendan de forma 
conjunta por parte de varios propietarios a un mismo 
comprador. 

Toda esta nueva normativa no es aplicable al al-
quiler de viviendas cuya superficie sea superior a 300 
m2 o cuya renta de alquiler inicial en cómputo anual 
exceda de 5,5 veces el SMI.

 
B.- Novedades en materia fiscal.

 
Se establece la exención del Impuesto sobre Trans-

misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documenta-
dos en la suscripción de contratos de arrendamiento de 
vivienda para uso estable y permanente.

Se habilita a los Ayuntamientos la posibilidad de 
establecer una bonificación de hasta el 95 por ciento 
en la cuota del IBI para las viviendas sujetas a alquiler 
a precio limitado.

Se exceptúa la obligación de repercutir el IBI al 
arrendatario en el alquiler social de vivienda por parte 
de Administraciones o entes públicos.

Se posibilita que los Ayuntamientos puedan deter-
minar mediante ordenanza fiscal el recargo del IBI a las 
viviendas desocupadas con carácter permanente.

C.- Modificaciones de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.
 

La reforma posibilita que los arrendatarios puedan 
instar procedimientos de juicio verbal cuando la cuan-
tía no supere 6.000.
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Se termina con los desahucios “abiertos”. Los juz-
gados deberán fijar el día y hora exactos para practicar 
los lanzamientos. 

Los juzgados comunicarán de oficio a los Servicios 
Sociales la existencia del procedimiento de desahucio, 
a los efectos de que puedan apreciar la posible situa-
ción de vulnerabilidad.

La suspensión de los procesos judiciales, en su-
puestos de vulnerabilidad del arrendatario, será de un 
mes en caso de que el arrendador sea persona física, 
y de tres meses, si el arrendador es persona jurídica.

 
D.- Sobre los precios de alquiler de la vivienda.

 
Se crea un Sistema de Índices de referencia del 

precio del alquiler de vivienda, que deberá ser elabo-

rado por la Administración General del Estado en el 
plazo de ocho meses.

 
Se prevé que para la determinación de dicho ín-

dice se utilizarán, entre otras fuentes de información, 
los datos procedentes de la Administración tributaria, 
del Catastro Inmobiliario, del Registro de la Propiedad 
y de los Registros de depósito de las fianzas de alquiler.

 
La reforma contenida en este Real Decreto-ley de-

berá convalidarse en el plazo máximo de 30 días por 
la Diputación Permanente del Congreso de Diputados, 
pero sus normas son ya aplicables desde el día 6 de 
marzo.

 BUFETE ROS PETIT

Control de fronteras

Una de las primeras lecciones en la materia de 
ciencias políticas que se imparte en las univer-
sidades de Estados Unidos es la definición de 

la soberanía, como la porción de territorio nacional 
donde el gobierno ejerce su potestad como soberano. 
Dicho de otro modo, si en una parte de un país, el 
gobierno central no puede aplicar las leyes, ni ejercer 
como gobierno , efectivamente en esa región ha deja-
do de ser soberano o descrito de otra manera se ha 
convertido en un simple soberano “titular”. (ejemplo: 
lo que fue la zona del canal de Panamá en su época 
gobernado por los Estados Unidos, los territorios de 
Colombia controlados por la guerrilla FARC o partes 
de Siria, Libia ,Iraq y Afganistán actualmente controla-
do por sus respectivos grupos armados)

Otro principio básico para la soberanía, es ejercer 
el control de las fronteras del país. Se puede ceder la 
soberanía de forma voluntaria por tratados interna-
cionales (en el caso de aquellos países que integran el 
acuerdo Schengen o acuerdos similares), o aquellos 
que simplemente han perdido el control de sus fron-
teras por falta de voluntad política en reforzar las mis-
mas ante invasiones masivas, coordinadas, financiadas 
y en muchos casos violentas de parte de migrantes 
ilegales.

Es difícil de entender a un gobierno que acepte 
como premisa que toda persona tiene el “derecho” 
de entrar a cualquier país, sin concluir que el país que 
haga esto renuncie inmediatamente su soberanía terri-
torial. Seamos claros, ningún migrante tiene el dere-
cho de entrar a un país!, por mucho que grupos como 
“pueblos sin fronteras”, repitan este mantra y mul-
tiplicado por los medios de comunicación de tendencia 
izquierdistas. La lógica progresión de esta falacia es 
que de igual manera todos tienen el derecho a una vi-
vienda y por consecuencia puedan a entrar a las casas 
que ellos decidan, sin el permiso de los propietarios.

En la frontera sur de los Estados Unidos, desde 
el gobierno del demócrata Bill Clinton hasta el actual 
republicano Donald Trump, se han visto forzados a 
construir murallas para aplicar el estado de derecho. 
Nadie tiene el derecho de entrar a los Estados Unidos, 
es un privilegio que el estado americano da aquellos 
que cumplan con los requisitos establecidos en sus le-
yes migratorias.

“El pedir asilo se hace con las manos arriba y no 
asaltando la frontera y agrediendo sus agentes federa-
les con piedras y otros objetos peligrosos” ..

..declaró un agente de Protección y Control de 
Fronteras en California en noviembre del año pasado 
y como acotación viéndose en las pantallas de televi-
sión.. como parte de la caravana de migrantes asal-
taban la frontera americana arreando la bandera de 
Honduras y Guatemala.

Si bien los acuerdos de derechos humanos estable-
cen el derecho al asilo, no todos que lleguen de manera 
ilegal califican para un asilo político, ya que la mayoría 
son migrantes económicos. Inclusive en los casos don-
de los migrantes huyen de situaciones donde peligran 
sus vidas, también hay casos donde el país receptor 
les ha dado protección en su territorio como medi-
da humanitaria, pero con un estatus de desplazado 
temporal, y no de refugiado, por la incapacidad del 
país receptor en asimilar de forma permanente una 
inmigración masiva por las razones que fueran.

 “Migración si, ilegales no”,(tomando en cuenta 
las prioridades nacionales de cada estado), es la política 
más lógica y justa , especialmente para aquellos inmi-
grantes que si cumplieron o están cumpliendo con las 
leyes migratorias.

Eric Lucas Rosas Gomez
Diplomático 

Nuevos tiempos para la prescripción de 
declaraciones seguidas de resumen anual

Desde sede del Tribunal Supremo nos ha llegado 
en las últimas semanas una nueva línea jurispru-
dencial de marcado carácter pro-contribuyente 

que tiene que ver con la capacidad interruptiva de la pres-
cripción de las declaraciones resumen que se presentan 
anualmente en el entorno de algunos impuestos como el 
IRPF, el IS o el IVA.

Estas declaraciones, que se instrumentan a través de 
declaraciones como el modelo 390 (Declaración resumen 
anual de IVA) o el modelo 190 (Declaración informativa 
de retenciones e ingresos a cuenta sobre rendimientos del 
trabajo y de actividades económicas, premios y determi-
nadas ganancias patrimoniales e imputaciones de renta) 
–ambos objeto de análisis expreso en sendas sentencias 
de 18 de mayo de 2020 por parte del Tribunal-, pero cuya 
fijación de jurisprudencia también es extensible a otros 
casos como el del modelo 180 (Resumen anual de reten-
ciones e ingresos a cuenta sobre rendimientos proceden-
tes del arrendamiento de inmuebles urbanos), no tienen 
un contenido liquidatorio sino informativo, y suponen 
una ratificación de las liquidaciones efectuadas durante el 
ejercicio al que se refieren.

Precisamente ese nexo entre la declaración infor-
mativa y la declaración-liquidación a la que se refiere dio 
carta de naturaleza a una praxis por parte de la Admi-
nistración tributaria –considerada correcta inicialmente 
por parte de los tribunales de justicia, incluido el propio 
Tribunal Supremo interpretando la antigua LGT de 1963- 
que venía a considerar que esas declaraciones interrum-
pían el periodo de prescripción para la determinación de 
la deuda tributaria por parte de la Administración.

La consecuencia lógica que se derivaba de ese posi-
cionamiento suponía de facto el alargamiento del periodo 
de prescripción más allá de los cuatro años a que se refiere 
la Ley General Tributaria por un plazo que podía ser su-
perior hasta en 11 meses, en función del periodo trimes-
tral de que se tratara.

El caso del modelo 390, referido a la declaración 
anual del IVA, ofrece especial consideración crítica por 
cuanto el Tribunal Económico Administrativo Central 
(TEAC), máximo intérprete de la Administración tributa-
ria, ya había señalado en una resolución de 22 de septiem-
bre de 2016 que había que desmarcarse de ese plantea-
miento de la Administración -y de la jurisprudencia que 
lo refrendaba-, al considerar que la nueva regulación de 
los conceptos declaración, liquidación y autoliquidación 
en la LGT de 2003, y la circunstancia de que la declara-
ción resumen no iba acompañada desde hacía años de las 
declaraciones periódicas, obligaban a ello.

El nuevo planteamiento recomendado desde instan-
cias administrativas fue desoído por la propia Adminis-

tración Tributaria -en un ejemplo más de distanciamiento 
entre intérpretes y aplicadores puertas de la Administra-
ción hacia dentro-, y por la jurisprudencia menor, a lo 
que ha puesto punto y final el Tribunal Supremo con sus 
sentencias de 18 de mayo de 2020 -con reproche a la Abo-
gacía del Estado incluido, por mantener la tesis contraria 
a la de la resolución TEAC de 2016 que viene a ratificar-.

Con la nueva jurisprudencia fijada por el Alto Tribu-
nal la polémica llega a su fin, debiendo considerarse que 
sólo pueden producir efectos interruptivos de la prescrip-
ción las declaraciones y autoliquidaciones que tienen un 
verdadero y completo contenido liquidatorio respecto del 
tributo correspondiente, y las declaraciones informativas 
no lo son y no lo producen, para lo bueno y lo malo; es 
decir, ni interrumpen el derecho a liquidar ni el derecho 
del contribuyente a solicitar devoluciones de ingresos in-
debidos –que tampoco podría aprovechar ese tiempo de 
“descuento” entre la finalización del plazo para presentar 
la declaración trimestral/mensual y la declaración resu-
men anual-.

Pero centrándonos en el interés del contribuyente, 
gracias a esta nueva posición de la jurisprudencia recién 
fijada por el Tribunal Supremo, la Administración ha vis-
to definitivamente cerrada la posibilidad de alargar hasta 
casi un 25% el periodo de prescripción para liquidar las 
deudas tributarias a que se refieren las declaraciones in-
formativas, lo que vendrá a buen seguro seguido en los 
próximos meses de la reconsideración de la situación de 
muchos procedimientos que están abiertos o en litigio 
bajo estas circunstancias y de la necesidad de reorganiza-
ción del aparato administrativo encargado de comprobar 
el correcto cumplimiento de las obligaciones tributarias 
de los contribuyentes obligados a presentar este tipo de 
declaraciones.

Mª Ángeles Pedrosa Nuño
Abogado. 

Directora del Departamento de Publicaciones 
de Garrido Abogados

7

Associació de Propietaris de Catalunya

Finalmente, y en relación a otros gastos vincula-
dos con los préstamos hipotecarios,  recordar la situa-
ción actual (reconocida, entre otras, por la reciente 
sentencia del Tribunal Supremo 46/2019 de 23 de 
enero):

•	 Impuesto	por	 cuota	 fija	 de	Actos	 Jurídicos	Docu-
mentados: 

•	 respecto	 del	 timbre	 de	 la	 matriz,	 corresponde	 al	
prestatario excepto que haya un pacto entre las 
partes sobre la distribución de los gastos notariales 
y registrales.

•	 respecto	de	las	copias,	será	sujeto	pasivo	quien	las	
solicite.

•	 Gastos	de	Notaría:		

•	 escrituras	de	otorgamiento	y	modificación	del	prés-
tamo por mitad.

•	 escritura	de	cancelación	de	hipoteca:	pago	por	el	
prestatario

•	 copias:	quien	las	solicite

•	 Gastos	de	Registro	de	la	Propiedad:	

•	 los	derivados	de	la	inscripción	de	la	garantía	hipote-
caria el prestamista

•	 los	derivados	de	la	cancelación:	el	prestatario

•	 Gastos	de	gestoría:

•	 por	mitad

Salvador Balcells i Iranzo
Socio

Área Derecho Tributario

El TC desestima el recurso de inconsti-
tucionalidad sobre el Impuesto sobre las 
viviendas vacías aplicable en Catalunya.

El pasado 14 de febrero de 2019 se publicó la Sen-
tencia 4/2019, de 17 de enero, del Pleno del Tri-
bunal Constitucional (TC) en la que se desestima 

el recurso de inconstitucionalidad núm. 2255-2016, 
interpuesto contra determinados preceptos de la Ley 
del Parlamento de Cataluña 14/2015, de 21 de julio, 
del Impuesto sobre las viviendas vacías. El TC considera 
que el impuesto sobre las viviendas vacías no vulnera 
la prohibición de doble imposición del artículo 6.3 de 
la Ley orgánica de financiación de las comunidades 
autónomas (LOFCA), dado que presenta diferencias 
sustanciales con el impuesto sobre bienes inmuebles y 
descarta la extralimitación competencial por parte del 
Parlamento de Cataluña.

Recordemos que este impuesto es aplicable en el 
ámbito territorial de Cataluña y únicamente afecta a las 
personas jurídicas propietarias de viviendas vacías sin 
causa justificada durante más de dos años, y que no se 
hallen en “zonas de escasa demanda acreditada”.

Igualmente es importante tener en cuenta que no 
será necesario presentar la autoliquidación si no resulta 
cantidad a ingresar como consecuencia de la aplicación 
del mínimo exento de 150 metros cuadrados que esta-
blece el artículo 11 de la Ley, precepto que dispone que 
constituye la base imponible del mismo el número total 
de metros cuadrados de la superficie útil de las viviendas 
sujetas de las que es titular el sujeto pasivo en la fecha 
de devengo del impuesto, reducida en 150 metros cua-
drados en concepto de mínimo exento. Si se ha optado 

por la tributación consolidada, la base imponible esta-
rá constituida por el número total de metros cuadrados 
de las viviendas sujetas al impuesto de las que son titula-
res las personas jurídicas integradas en el grupo fiscal o 
grupo de sociedades, reducida en el número de metros 
cuadrados que resulte de multiplicar el mínimo exento 
por el número de personas jurídicas titulares de vivien-
das sujetas al impuesto integradas en el grupo.

La próxima presentación e ingreso de la autoliqui-
dación del impuesto sobre las viviendas vacías, corres-
pondiente al 2018, se deberá efectuar por vía telemá-
tica entre los días 1 y 20 de marzo de 2019 mediante 
el modelo 510.

En el enlace adjunto podrán encontrar toda la in-
formación relativa a este impuesto así como el modelo 
para su presentación.

http://atc.gencat.cat/ca/tributs/impost-habitat-
ges-buits/

Noemí Andrés
Ros Petit 


